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3 Foro Pacífico: Territorios colectivos de comunidades

 negras: apuestas y voces frente al bienestar 
y un mejor ambiente

Enrique Sánchez / Valeria Velandia

nn La ley 70 del 27 de agosto de 1993 tiene como objetivos reconocer a las comunidades negras 

el derecho a la propiedad colectiva, a establecer mecanismos para la protección de la identidad 

cultural y de los derechos de las comunidades como grupo étnico y al fomento de su desarrollo 

económico y social.

nn La ley avanzó de manera significativa en el proceso de titulación colectiva, pero solo treinta 

años después de su expedición comienzan a reglamentarse los capítulos relacionados con los 

derechos económicos de las comunidades.

nn Hasta 2023 se habían expedido doscientos treinta y seis títulos colectivos sobre un área de 5,7 

millones de hectáreas, en beneficio de 87.541 familias afrocolombianas, en su mayoría en la 

región del Pacífico y en áreas cubiertas de bosques húmedos tropicales.

nn Las comunidades y familias de los territorios colectivos viven fundamentalmente de recursos 

naturales y actividades agropecuarias tradicionales, desarrolladas en unidades económicas fa-

miliares. La vida de las comunidades se ha visto afectada por el conflicto armado interno y la 

instalación de cultivos de uso ilícito en algunos de sus territorios.
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1. Introducción

En Colombia debieron transcurrir ciento cua-

renta y dos años después de las leyes de manu-

misión de los esclavizados para que se expidiera 

la ley 70 de 1993, que reconoce los derechos 

territoriales, económicos y sociales de las comu-

nidades negras del país. Esta ley surgió de un 

largo proceso reivindicativo de las comunidades 

afrodescendientes, palenqueras y raizales en el 

marco de las movilizaciones sociales y los deba-

tes que dieron lugar la Constitución política de 

1991, ampliamente celebrada en el momento 

de su expedición. 

La ley 70 ha tenido múltiples impactos posi-

tivos. Sin embargo, luego de treinta años se-

guían sin reglamentar numerosos capítulos, 

generando un vacío normativo que afectó a las 

comunidades durante una época en la cual se 

expandieron actores armados ilegales, cultivos 

de uso ilícito y minería ilegal. En respuesta a 

esta problemática, el 25 de agosto de 2023 el 

Gobierno Nacional expidió los decretos 1384 y 

1396, que reglamentan los capítulos cuarto y 

quinto de la ley, el primero sobre uso de la tierra 

y protección de los recursos naturales y del am-

biente y el segundo sobre mecanismos especia-

les para el fomento y desarrollo de actividades 

mineras. Siguen sin reglamentar el capítulo sex-

to, sobre mecanismos para la protección y el 

desarrollo de los derechos y la identidad cultu-

ral, y séptimo, sobre la planeación y el fomento 

del desarrollo económico y social.

Este documento recoge las principales reflexio-

nes y conclusiones del Foro Pacífico “Territorios 

colectivos de comunidades negras: apuestas y 

voces frente al bienestar y un mejor ambien-

te”, realizado en Bogotá el 14 de noviembre 

de 2023, convocado por un consorcio bajo el 

liderazgo del Foro Nacional Ambiental, el Fon-

do Mundial para la Naturaleza Colombia (WWF: 

World Wildlife Fund), la Friedrich-Ebert-Stiftung 

en Colombia (Fescol) y el Centro para los Obje-

tivos de Desarrollo Sostenible de la Universidad 

de los Andes. El Foro fue un espacio de diálogo 

y reflexión entre representantes de organizacio-

nes afrocolombianas, instituciones, academia y 

otras organizaciones de la sociedad civil acerca 

del desarrollo, el impacto y las proyecciones de 

la ley 70, de comunidades negras. 

A continuación se presenta un balance crítico 

del desarrollo de la ley en su trigésimo aniver-

sario y se formulan algunas recomendaciones 

para la continuidad de su implementación.

2. Contexto de la ley 70 

Antes de la Constitución de 1991 y de la ley 70, 

el Estado colombiano no reconocía ampliamen-

te la existencia de los pueblos afrocolombianos, 

sus conocimientos ancestrales y su conexión 

con la naturaleza (Ministerio de Cultura, 2010; 

Hoffmann, 1999). La invisibilidad y búsqueda de 

homogeneización en el país se reflejaba en la 

legislación, al no incluir los derechos específicos 

de la comunidad negra y la diversidad cultural. 

Antes de la Asamblea Nacional Constituyente 

(ANC) de 1991, comunidades afrocolombianas 

se organizaron y movilizaron para que el Estado 

las reconociera como grupo étnico y les otor-

gara derechos y acceso a territorios (Quiñones 

Mendoza et al., 2023; Grueso et al., 1997). En 

respuesta a sus demandas, algunos sectores 

representados en la Asamblea Nacional Cons-

tituyente sostuvieron que estas comunidades 

no eran un grupo étnico, dado que “no tenían 

lengua, autoridades, ni formas de derecho pro-

pias, culturalmente habían adoptado elemen-

tos que no les eran propios, estaban integrados 

plenamente como ciudadanos a la vida del país 

y en Colombia todos éramos mestizos […]” 

(Grueso et al., 1997: 50). Finalmente, en 1991 

la Asamblea Nacional Constituyente redefinió 

la identidad del país, reconociendo y protegien-

do la diversidad étnica y cultural –incluyendo a 

comunidades afrocolombianas– por medio del 

artículo 7º de la Carta política, y también orde-

nó la elaboración de una ley específica para las 

poblaciones negras, la primera en Latinoamé-

rica (Ministerio de Cultura, 2010; Hoffmann, 

1999, 2002).

La región Pacífico ha sido considerada un área 

de depósito y explotación de recursos naturales 
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(Grueso et al., 1997; Escobar, 2010). Antes de 

la Constitución de 1991, el Estado considera-

ba ese territorio como un conjunto de tierras 

baldías de su propiedad. Debido al desconoci-

miento de estos espacios por parte del Estado 

y la falta de normativa del derecho a la propie-

dad, surgieron formas particulares de apropia-

ción del territorio, de manera que la población 

acordó el uso colectivo de algunas zonas (Hoff-

mann, 1999). Al mismo tiempo, el Estado per-

mitió que empresas madereras, mineras y agro-

industriales explotaran la región –sin generar 

beneficios significativos para las comunidades 

locales–, lo que llevó a auges de oro, platino, 

caucho y maderas (Quiñones Mendoza et al., 

2023). 

La población se opuso a la explotación de los 

recursos naturales en la región Pacífico e impul-

só procesos de organización de comunidades 

afrocolombianas, como la Asociación Campesi-

na Integral del Atrato (ACIA) (Corte Constitucio-

nal, 2003). Bajo las acciones de la ACIA, en 1987 

se gestó el principal antecedente de la política 

de titulación colectiva actual, el acuerdo de Bu-

chadó, mediante el cual el Estado reconoció1 

a esta organización como sujeto político negro 

colectivo, otorgándole el derecho a gestionar 

recursos naturales de la región en 800.000 hec-

táreas (Quiñones Mendoza et al., 2023; Obser-

vatorio de Territorios Étnicos, 2022). 

Posteriormente, el artículo transitorio 55 de la 

Constitución cimentó las bases para reconocer-

le a esta población derechos territoriales, entre 

otros (Quiñones Mendoza et al., 2023). Final-

mente, en el marco de las reivindicaciones por 

la garantía de los derechos territoriales, cultu-

rales y ambientales de las comunidades afro, el 

27 de agosto de 1993 se promulgó la ley 70. A 

1	 Aunque la Asociación obtuvo su personería jurídica 
el 18 de mayo de 1987, con anterioridad había em-
pezado a reivindicar sus derechos. En sus palabras, 
la ACIA afirma que “nacimos para el gobierno, pero 
ya nosotras y nosotros, mujeres y hombres negros 
del Atrato veníamos existiendo desde mucho antes, 
luchando por nuestros derechos” (Consejo Comuni-
tario Mayor del Medio Atrato, s. f.: 1).

pesar de su importancia normativa en su mo-

mento y del entusiasmo con el que fue recibida 

por parte de las comunidades afro, tras más de 

treinta años tiene muchos claroscuros.

3. Algunos elementos de la ley 70

3.1 Derechos de propiedad colectiva 

Esta se expidió a partir del artículo 55 de la 

Constitución –el único que se refiere a las co-

munidades negras–, en el cual se ordenó que en 

los dos años siguientes a la entrada en vigencia 

de la Carta política el Congreso de la República 

debía expedir una ley que le reconociera a las 

comunidades negras el derecho de propiedad 

colectiva sobre las tierras que venían ocupando. 

Tres años después, el 13 de diciembre de 1996, 

se realizan las primeras titulaciones a los Conse-

jos Comunitarios de Bocas de Taparral, Chicao, 

Clavelino, Dos Bocas, de la Madre y de la Nueva 

del Chocó (Agencia Nacional de Tierras, 2024; 

Villa, 2006). 

La comunidades negras se organizaron como 

Consejos Comunitarios –respondiendo al artí-

culo 5° de la ley 70– para solicitar al Estado la 

dotación de territorios adjudicables2 a su favor, 

como se reglamenta en el decreto 1745 de 

1995. Los Consejos Comunitarios son “familias 

de ascendencia afrocolombiana que poseen 

una cultura propia, comparten una historia 

y tienen sus propias tradiciones y costumbres 

dentro de la relación campo-poblado, que re-

velan y conservan la conciencia de identidad 

que las distinguen de otros grupos étnicos” (ley 

70, artículo 2º, numeral 5º). Además, según el 

decreto 1745, son la mayor autoridad en admi-

nistración interna dentro de los territorios que 

comprenden las titulaciones colectivas.

2	 Según el artículo 1° de la ley 70, los territorios que 
se pueden adjudicar son “tierras baldías de las zonas 
rurales ribereñas de los ríos de la cuenca del Pacífico 
y […] en otras zonas del país y cumplan con los re-
quisitos establecidos en esta ley”.
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Entre sus objetivos se encuentra “velar por la 

conservación y protección de los derechos de la 

propiedad colectiva, la preservación de la iden-

tidad cultural, […] y hacer de amigables com-

ponedores en los conflictos internos factibles 

de conciliación” (ley 70 de 1993, artículo 5°). 

También deben garantizar: 

La equidad y justicia en el reconocimiento y 

asignación de áreas de trabajo para las fami-

lias, que evite la concentración de las tierras 

en pocas manos y que permita un aprovecha-

miento sostenible de los recursos naturales del 

cual se beneficien todos los integrantes de la 

comunidad, en cumplimiento de la función 

social y ecológica de la propiedad (decreto 

1745 de 1995, capítulo V). 

Respecto a la toma de decisiones de las comu-

nidades sobre sus territorios, la ley avaló a los 

Consejos Comunitarios para ejercer su propio 

sistema de gobierno compatible con su cos-

movisión, modelo de etnodesarrollo y cultura 

(Fernández-López y Ramírez-Murillo, 2023). 

Adicionalmente, fortaleció el proceso de con-

sulta previa3.

Según los registros de la Agencia Nacional de 

Tierras (ANT) detallados en la tabla 1, un total 

3	 La consulta previa es el derecho fundamental de los 
grupos étnicos de ser consultados y poder decidir so-
bre las medidas, los proyectos o las iniciativas públi-
cas que puedan afectarlos (Convenio 169 de la OIT, 
ley 21 de 1991). 

de doscientos cincuenta y ocho Consejos Co-

munitarios han obtenido titulaciones colectivas 

en todo el territorio nacional, de los cuales dos-

cientos catorce se ubican en la región Pacífico. 

Esta distribución sugiere un sesgo hacia las co-

munidades negras del Pacífico, ya que el 83% 

de las titulaciones se concentra en esta región, 

e incluso 58% está los departamentos de Cho-

có, Nariño y el Valle del Cauca. 

Por otra parte, la extensión territorial de los 

Consejos también se concentra en la región 

Pacífico, principalmente en los departamentos 

de Cauca, Chocó y Nariño, como se muestra 

gráficamente en el mapa 1. Esta región abarca 

8,4 millones de hectáreas –lo que corresponde 

al 98,7% del territorio titulado a Consejos Co-

munitarios– de 114 millones que componen la 

superficie del país. 

Aunque los Consejos Comunitarios cuentan 

con la titularidad de esos territorios, debido a 

múltiples obstáculos esto no garantiza la capa-

cidad plena de administrarlos. Por una parte, 

la falta de mecanismos de financiación dificulta 

el ejercicio de la gobernanza sobre los territo-

rios, pues la ley 70, que permite el control de 

los recursos, aún no se ha implementado por 

Tabla 1. Titulación a Consejos Comunitarios en Colombia*

Departamento Títulos Área (ha) % del total (ha)

Antioquia 17 182.609 2,1

Cauca 40 3’597.134 42,1

Chocó 60 3’022.242 35,4

Nariño 52 1’217.013 14,2

Risaralda 2 4.818 0,1

Valle del Cauca 43 402.460 4,7

Total Pacífico 217 8’426.276 98,7

Otros 44 114.676 1,3

Total 258 8’540.952

* Contiene la información de los Consejos Comunitarios formalizados hasta el 15 de abril de 2024.

Fuente: elaboración propia con base en datos de la Agencia Nacional de Tierras, 2024.



5

Foro Pacífico: Territorios 
colectivos de comunidades negras: 
apuestas y voces frente al bienestar 
y un mejor ambiente

completo, lo que impide la ejecución de pro-

yectos por parte de la mayoría de los Consejos 

Comunitarios. Según Quiñones Mendoza et al. 

(2023), algunos dependen de apoyo interna-

cional o de fondos legales o ilegales. Además, 

la relación entre los Consejos Comunitarios y 

los municipios es crítica debido a la ambigua di-

visión de responsabilidades entre estos actores. 

Por otra parte, es necesario resaltar que en mu-

chos casos los grupos armados también han so-

cavado el poder de los Consejos Comunitarios 

titulados. De acuerdo con Quiñones Mendoza 

et al. (2023), grupos armados han expulsado y 

asesinado una cantidad significativa de líderes 

locales, además de atentar contra costumbres y 

prácticas culturales que sostenían a los gobier-

nos colectivos. De esta manera, y a pesar de la 

aplicación de la ley 70, se destruyó la intención 

de los Consejos Comunitarios de establecer el 

control sobre las tierras y sus recursos.

Mapa 1. Territorios de propiedad colectiva en la región Pacífico, 2023

Fuente: WWF Colombia. Elaboración propia con base en información de la Agencia Nacional 
de Tierras. https://www.arcgis.com/home/webmap/viewer.html?panel=gallery&layers=4c3bda9
4f64c419ca1f911d00f5a43e9

https://www.arcgis.com/home/webmap/viewer.html?panel=gallery&layers=4c3bda94f64c419ca1f911d00f5a43e9
https://www.arcgis.com/home/webmap/viewer.html?panel=gallery&layers=4c3bda94f64c419ca1f911d00f5a43e9
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3.2 Protección del ambiente

La expedición de la ley 70 coincidió con la 

toma de conciencia global sobre la importan-

cia y la situación crítica del medio ambiente y 

de los recursos naturales. Era la coyuntura de 

la Cumbre de la Tierra de 1992, del Convenio 

sobre diversidad biológica (CDB), y en Colombia 

de la expedición de la ley 99 de 1993, “por la 

cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, 

se reordena el Sector Público encargado de la 

gestión y conservación del medio ambiente y 

los recursos naturales renovables, se organiza 

el Sistema Nacional Ambiental (Sina) y se dictan 

otras disposiciones”. 

La ley 70 se insertó, por una parte, en un con-

texto del reconocimiento de los pueblos indí-

genas y comunidades locales y, por otra, en 

un proceso de descentralización de la gestión 

ambiental, que se basa en la autonomía res-

pecto a la organización territorial, tal como lo 

establece el artículo 287 de la Constitución po-

lítica. Artículo que dota de derechos4 y habilita 

a las entidades territoriales para gestionar sus 

propios intereses, siempre y cuando no estén 

en contravía de la Constitución y la ley. Estas 

circunstancias obligaron a transitar desde una 

percepción generalizada del Pacífico como un 

baldío, destinado a la conservación estricta o 

a proyectos extractivos y a la expansión de la 

frontera agropecuaria, hacia el reconocimiento 

de la riquísima diversidad social y cultural del 

territorio y sus habitantes. 

La titulación colectiva de tierras ha logrado 

detener dinámicas perjudiciales, como la ex-

pansión del latifundio ganadero y la defores-

tación de los bosques. Asimismo, ha frenado 

la explotación descontrolada que las empresas 

madereras llevaban a cabo a lo largo del lito-

ral Pacífico (Vélez et al., 2020; Lara Rodríguez, 

4	 Sus derechos son gobernarse por autoridades pro-
pias, ejercer las competencias que les correspondan, 
administrar los recursos y establecer los tributos ne-
cesarios para el cumplimiento de sus funciones, así 
como participar en las rentas nacionales.

2023; García Arbeláez, 2019; Corte Constitu-

cional, 2003). A pesar de estos logros, según 

un estudio realizado por el WWF, desde 2013 

se han registrado procesos de deforestación 

preocupantes, en especial en zonas mineras y 

de cultivos de uso ilícito, como se muestra en el 

mapa 2. Para algunos, este es el resultado del 

regreso de actores desmovilizados al territorio, 

en calidad de mineros o empresarios relaciona-

dos con el narcotráfico. 

3.3 ¿Visiones alternativas                       
al desarrollo?

La cosmovisión de los pueblos afro difiere radi-

calmente de las premisas de la razón occiden-

tal, especialmente del discurso liberal en torno 

al “desarrollo”. Uno de los méritos de la ley 70 

es su integración de una concepción integral 

del desarrollo, planteando que los territorios 

colectivos deben incorporar en la definición de 

sus objetivos la propia visión del buen vivir de 

las comunidades. A manera de ejemplo, se ci-

tan los artículos 47 y 49 de la ley:

Artículo 47. El Estado adoptará medidas para 

garantizarle a las comunidades negras de que 

trata esta ley el derecho a desarrollarse econó-

mica y socialmente atendiendo los elementos 

de su cultura autónoma.

Artículo 49. El diseño, ejecución y coordina-

ción de los planes, programas y proyectos de 

desarrollo económico y social que adelante el 

gobierno y la Cooperación Técnica Internacio-

nal para beneficio de las comunidades negras 

de que trata esta ley, deberá hacerse con la 

participación de los representantes de tales 

comunidades, a fin de que respondan a sus 

necesidades particulares, a la preservación del 

medio ambiente, a la conservación y cualifi-

cación de sus prácticas tradicionales de pro-

ducción, a la erradicación de la pobreza y al 

respeto y reconocimiento de su vida social y 

cultural. 

A pesar de lo anterior, este compromiso frente 

a visiones alternativas al desarrollo no se adap-

tó a la realidad institucional del país. Hasta el 

presente, ni instituciones ni los regímenes pú-

blicos de planeación y ordenamiento han in-
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Mapa 2. Núcleos de deforestación en la región Pacífico hasta 2022

Fuente: WWF Colombia.

corporado ni conciben de manera integral los 

contenidos de la ley 70 y desconocen la visión 

propia de las comunidades.

A manera de ejemplo, durante el Foro se dis-

cutió la situación de los municipios del sur del 

Pacífico, particularmente afines en lo social y 

cultural. En contra de las demandas de nume-

rosos actores locales a lo largo de los años, no 

ha sido posible consolidar una única unidad 

político-administrativa, y los territorios de pro-

piedad colectiva no han podido ejercer como 

autoridad ambiental en sus jurisdicciones. De 

igual manera, se pone en tela de juicio la Re-

gión Administrativa y de Planificación (RAP Pa-

cífico) que cobija los departamentos de Chocó, 

Valle del Cauca, Cauca y Nariño. Esta regiona-

lización ignora el desarrollo desigual existente 

y no contempla las implicaciones económicas y 

sociales que tienen en el Pacífico los territorios 

colectivos. Fue común la opinión de que la frag-

mentación del territorio en pequeñas unidades 

y en múltiples consejos comunitarios ha sido 

una estrategia para entorpecer la coordinación 

y toma de decisiones de los movimientos socia-

les de la región.
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3.4 Consolidación de las luchas             
de los pueblos afro

Por último, es importante resaltar que al ser 

el resultado de un largo proceso histórico de 

lucha del pueblo negro, la ley 70 también ha 

contribuido a fortalecer la lucha de estas y otras 

comunidades, local y nacionalmente.

De acuerdo con un asistente al Foro: 

No es lo mismo haber crecido antes o después 

de la expedición de la ley 70: hoy se crece con 

la consciencia de ser un sujeto de derechos 

ciudadanos, cosa que no se daba antes. Para 

muchas personas y procesos sociales, la ley fue 

la puerta de entrada al aprendizaje sobre sus 

derechos fundamentales. 

O, en palabras de Francisca Tapaje, lideresa so-

cioambiental del Pacífico: “La ley 70 nos ense-

ñó a pensar como pueblo”, diciendo además 

cómo su estudio y el de la Constitución política 

de 1991 le permitió a su comunidad enfrentar 

la violencia en su territorio. De igual manera, se 

enfatizó cómo la ley propició un salto cualitativo 

en el proceso organizativo de las comunidades 

afrodescendientes, permitiéndoles dar “buenas 

peleas” en defensa de sus derechos, tal como 

la lucha contra la instalación de una refinería 

petrolera en la bahía de Tumaco, la expansión 

de la palma aceitera sobre los territorios colec-

tivos o la gran minería en el norte del Cauca.

De igual manera, se compartió la percepción de 

que la ley cambió el paisaje social y político del 

país, haciendo referencia a un mayor empode-

ramiento y reconocimiento de las comunidades 

afro y de sus líderes, así como a una mayor par-

ticipación en la vida política de las instituciones 

públicas, como lo demuestra Francia Márquez 

como la primera vicepresidenta negra.

4. La reglamentación                      
de la ley 70 hasta la fecha

Como estaba previsto en dicha ley, en los años 

siguientes a su expedición el Gobierno Nacio-

nal reglamentó varios de sus artículos. En par-

ticular, el decreto 1745 de 1995 reglamenta el 

Capítulo III, adoptando el procedimiento para 

el reconocimiento del derecho a la propiedad 

colectiva de las tierras de comunidades negras. 

Además, se emitieron otras disposiciones refe-

rentes a los Consejos Comunitarios. 

Otros decretos relevantes expedidos en los años 

siguientes incluyen: 

uu El 2248 de 1995, que establece los pará-

metros para el registro de organizaciones de 

base de comunidades negras. 

uu El 1627 de 1996, que reglamenta el artícu-

lo 40 de la ley 70 sobre becas condonables 

para negros. 

uu El 1122 de 1998, que expide normas para 

el desarrollo de la cátedra de estudios afro-

colombianos. 

uu El 1320 de 1998, que reglamenta la con-

sulta previa con comunidades indígenas y 

negras para la explotación de recursos na-

turales dentro de sus territorios. 

uu El 3050 de 2002, que reglamenta el artículo 

57 y crea una comisión de estudios para la 

formulación de un plan de desarrollo de las 

comunidades negras. 

uu El 1523 de 2003, que reglamenta el artículo 

57 y el proceso de selección del represen-

tante y suplente de las comunidades negras 

ante los consejos directivos de las Corpora-

ciones Autónomas Regionales. 

uu El 3323 de 2005, que reglamenta el proce-

so de selección mediante concurso para el 

ingreso de etnoeducadores afrocolombia-

nos y raizales a la carrera docente. 

uu El decreto 3770 de 2008, que reglamenta 

la Comisión Consultiva de Alto Nivel de Co-

munidades Negras, Afrocolombianas, Raiza-

les y Palenqueras y establece los requisitos 

para el registro de Consejos Comunitarios 

y organizaciones de base de dichas comu-

nidades. 

A pesar de este esfuerzo reglamentario, fue 

treinta años después de la expedición de la ley 

70 que mediante los decretos 1396 y 1384 de 

2023 se reglamentaron los capítulos 4 y 5 de la 
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ley: el primero sobre uso de la tierra y protec-

ción de los recursos naturales y del ambiente, y 

el segundo sobre mecanismos especiales para 

el fomento y desarrollo de actividades mineras.

El 1396 hace importantes reconocimientos de 

los derechos de las comunidades a sus recursos 

naturales. Uno de sus aportes, por ejemplo, es 

el reforzamiento jurídico de las zonas mineras 

de comunidades negras, un aporte de peso 

para las economías tradicionales de los pueblos 

afro del Pacífico, que con frecuencia deben en-

frentar la estigmatización, al no haber una clara 

diferenciación con la minería ilegal. En su artí-

culo 2.2.5.11.2.1. se establece:

Dentro de los territorios colectivos adjudica-

dos, en trámite de adjudicación y los ocupa-

dos ancestralmente por comunidades negras, 

afrocolombianas, raizales y palenqueras, la 

autoridad minera competente, de oficio o a 

solicitud del consejo comunitario interesado, 

podrá delimitar zonas mineras de comunida-

des negras, afrocolombianas, raizales y palen-

queras en las cuales la exploración y explota-

ción de los recursos naturales no renovables 

se realice por parte de estas comunidades y 

bajo condiciones técnicas especiales, con el fin 

de preservar sus características económicas y 

culturales.

A pesar de lo anterior, en el Foro se discutió 

sobre numerosos casos en los cuales comunida-

des reciben títulos mineros mediante el derecho 

de prelación, pero no cuentan con el capital 

para su pleno aprovechamiento, favoreciendo 

así la tercerización y la explotación inadecua-

da de los recursos mineros. En consecuencia, 

es necesario fortalecer la gobernanza local con 

medios y herramientas financieras, tecnológi-

cas y organizativas que eviten la privatización y 

el mal manejo de los recursos. 

En cuanto al decreto 1384 de 2023, uno de sus 

méritos es la creación de reservas comunitarias 

para la conservación de los recursos naturales 

y su inclusión como categoría del Sistema Na-

cional de Áreas Protegidas (Sinap). Según su 

artículo 2.2.12.4.2., estas reservas naturales se-

rán administradas y manejadas de manera con-

junta, mediante un esquema de articulación, 

concurrencia y coordinación entre el Consejo 

Comunitario, las autoridades locales y las au-

toridades ambientales pertinentes, con especial 

respeto por la zonificación, los usos, las prácti-

cas y sistemas tradicionales de producción de 

las comunidades en sus planes de manejo.

Este decreto abre asimismo una ventana de 

oportunidades para la creación de empresas fo-

restales comunitarias, al determinar que desde 

el Gobierno Nacional se prestarán apoyos téc-

nicos y se otorgarán incentivos para promover 

su creación y fortalecimiento, así como fomen-

tando el acceso a estándares de certificación 

forestal voluntaria y su generación de ingresos. 

También se deberá disponer de los recursos ne-

cesarios para garantizar la recuperación y res-

tauración participativa de los ecosistemas en 

los territorios adjudicados, en trámite u ocupa-

dos ancestral o tradicionalmente, impactados 

por las actividades extractivas. Para asegurar 

que las comunidades dispongan de un capital 

de riesgo será necesario profundizar en estos 

mecanismos de apoyo económico, así como 

promover y apoyar, técnica y financieramente, 

la creación de incubadoras de empresas y em-

prendimientos de las comunidades. 

Otros elementos importantes del decreto in-

cluyen el reconocimiento de las mujeres en la 

agenda ambiental, la consideración de pobla-

ción afro en zonas urbanas y la mención explí-

cita del cambio climático, que presenta nuevos 

retos, y la necesidad de trascender el modelo 

tradicional de desarrollo.

5. Derechos culturales                   
y desarrollo económico:               

el futuro de la ley 70

En línea con lo discutido hasta este punto, Co-

ronado (2006: 66) considera el reconocimiento 

de la autonomía de los pueblos afro como uno 

de los derroteros centrales de la ley 70, enten-

dida como: 

la capacidad de la comunidad de tomar deci-

siones libres e independientes en la realización 
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de sus proyectos de desarrollo social, cultural 

y económico. Esta autonomía implica también 

la no intervención de actores externos en los 

procesos de concertación al interior de las 

comunidades (sic). La interacción con otros 

actores debe realizarse de forma libre y con 

pleno consentimiento. Dos de los usos más 

importantes de la autonomía se dan: 1) En el 

campo cultural, las comunidades afrodescen-

dientes tienen la capacidad de ser autónomos 

(sic) en las definiciones de sus programas de 

protección y supervivencia de su cultura, en 

este sentido se explican la existencia de los 

programas de etnoeducación (sic). 2) Las co-

munidades son autónomas en la definición de 

los proyectos de desarrollo económico que se 

realicen sobre su territorio, de allí se explica la 

existencia de los procedimientos de consulta 

previa frente a la explotación de recursos na-

turales dentro de su territorio.

Ahora bien, treinta años después de la expedi-

ción de la ley, poco o nada se ha avanzado en 

relación con la protección de la identidad cul-

tural y el desarrollo económico de los pueblos 

afro, por estar supeditados estos asuntos a la 

reglamentación, aún pendiente, de los capítu-

los VI y VII. 

En una entrevista, dice Clara Elena Reales (ci-

tada en Fernández-López y Ramírez-Murillo, 

2023):

La ley 70 de 1993 es un instrumento muy po-

deroso, pero a esa norma le hace falta el co-

razón de las comunidades negras, debido [a] 

que la norma no desarrolló el esquema insti-

tucional y este quedó supeditado a la expedi-

ción de los capítulos reglamentarios de la ley 

70 de 1993 y con ello la institucionalidad para 

el ejercicio de la autonomía. Es por ello que, 

las comunidades negras ven esa protección 

como artificial. La titulación colectiva sirvió 

como mecanismo de protección y defensa del 

territorio en la medida de que frena intereses 

extractivos y de economías ilegales, pero no 

garantiza la protección de la identidad cultu-

ral.

En otras palabras, la falta de reglamentación de 

los capítulos VI y VII representa una amenaza 

existencial al propósito mismo de la ley, en tan-

to que evita el ejercicio pleno de la autonomía 

de las comunidades afro, tanto para garantizar 

condiciones de vida digna mediante mecanis-

mos de economía propia, como para proteger 

a largo plazo la pervivencia cultural de estas co-

munidades. En este contexto, del Foro emergió 

la demanda urgente de que el Gobierno Na-

cional se comprometa con expedir los decretos 

reglamentarios correspondientes. En aras de 

consolidar la promesa inicial de la ley 70, es im-

portante aprovechar que el gobierno de turno 

está comprometido con las causas sociales, y 

especialmente con la de los pueblos afro.

6. Recomendaciones

A continuación se presenta una serie de reco-

mendaciones orientadas al fortalecimiento de 

la gobernanza de los territorios colectivos y de 

las autoridades étnico-territoriales en el marco 

de la ley 70.

6.1 Propiedad colectiva

uu Crear las entidades territoriales de las co-

munidades negras a partir de los territorios 

colectivos –como se está haciendo con los 

resguardos indígenas de la Amazonia– para 

avanzar en el ejercicio del derecho a la au-

tonomía y participar de mejor manera de la 

inversión pública y en el acceso a los ingre-

sos que percibe la Nación. Se recomienda 

la realización de un estudio jurídico y social 

para identificar las alternativas más viables 

para la conformación de estas entidades 

territoriales. Esto va asociado al problema 

complejo del ordenamiento territorial y los 

procesos de planeación del país y requeriría 

una revisión del artículo 286 de la Consti-

tución5, y de la ley de ordenamiento terri-

torial para definir, en estos instrumentos, la 

manera adecuada en la que deberían con-

siderarse, incluirse y tratarse los territorios 

colectivos. 

5	 Dicho artículo establece que “son entidades territo-
riales los departamentos, municipios, distritos y terri-
torios indígenas, los cuales conforman los diferentes 
niveles de organización territorial de la república”.
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6.2 Economía

uu Adoptar estrategias y mecanismos adecua-

dos de reorientación económica y recon-

versión laboral, especialmente en las zonas 

mineras y de extracción de hidrocarburos en 

el marco de una transición energética justa, 

y en zonas de cultivos de uso ilícito.

uu Implementar mecanismos para el fortaleci-

miento de economías comunitarias, espe-

cialmente aquellas fundamentadas en la 

armonía con el territorio y que fortalezcan la 

soberanía alimentaria de las comunidades. 

Entre estas economías están la industria fo-

restal y maderera sustentable, la agricultu-

ra de pequeña escala, la gastronomía y el 

turismo étnico y ecológico. Es importante 

considerar alternativas biotecnológicas que 

permitan el aprovechamiento de los recur-

sos de la biodiversidad y contribuyan a me-

jorar las economías locales. 

uu Prever mecanismos creativos para la gestión 

del territorio y la adopción de mecanismos 

financieros apropiados. En particular, es im-

portante brindar asesoría y acompañamien-

to a las comunidades para la formulación, 

implementación y monitoreo de proyectos 

que partan de su propia cosmovisión y au-

tonomía.

uu Advertir y prevenir los riesgos de algunas 

actividades económicas, algunas mal lla-

madas “basadas en la naturaleza”, que si 

bien generan ingresos, pueden incidir en la 

pérdida de gobernanza de las comunidades 

sobre sus recursos naturales.

6.3 Consolidación de procesos               
y liderazgos territoriales

uu Dar formación a los líderes socioambienta-

les atendiendo el relevo generacional, con 

énfasis en los jóvenes y las mujeres. De 

igual manera, se deben crear condiciones e 

incentivos para que el talento humano per-

manezca en el territorio y para el retorno de 

la diáspora de las personas calificadas.

uu Convocar encuentros subregionales para 

estudiar de manera integral la ley 70 y los 

decretos reglamentarios, ver sus oportuni-

dades, tensiones y dificultades, y desarrollar 

estrategias integrales de incidencia desde la 

sociedad civil y las comunidades.

6.4 Alianzas 

uu Fomentar una mejor articulación entre los 

centros de investigación, las autoridades 

ambientales y locales y demás instituciones 

con los Consejos Comunitarios. Es crítico 

prevenir los riesgos de la tercerización en la 

conservación y el aprovechamiento de los 

recursos naturales, asegurando que las co-

munidades tengan siempre voz y voto en las 

decisiones sobre su manejo.

6.5 Financiación 

uu Gestionar recursos técnicos y financieros de 

la cooperación internacional que permitan 

apalancar mayores inversiones, para forta-

lecer los procesos comunitarios de admi-

nistración y uso sostenible de los recursos 

naturales de sus territorios colectivos. 

6.6 Visiones alternativas                        
al desarrollo

uu Consolidar la reglamentación de la ley 70, 

especialmente en lo referente a sus capítu-

los VI y VII, y armonizar sus instrumentos. 

Los capítulos faltantes deben ser consulta-

dos y vistos desde la visión de las comunida-

des y a la luz de sus procesos de resistencia.

uu Socializar los decretos 1396 y 1384 de 

2023, con el objetivo de lograr la apropia-

ción social de su contenido por parte de las 

comunidades.
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